15° SIMPOSIO SOBRE LEGISLACIÓN TRIBUTARIA ARGENTINA

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 7 al 9  de agosto de 2013
CONCLUSIONES
COMISIÓN N° 2
"Límites al accionar fiscal".
VISTO,

a) El informe y exposición del Señor relator Dr. C.P. Daniel Perez;

b) Los valiosos aportes a través de sus trabajos y disertaciones de los Panelistas, Dr. Abogado Jorge H. Damarco, Dra Abogada Catalina García Vizcaíno, Dr. CP Andrés Saladino y Dr. CP Eduardo A. Vázquez;

c) Los trabajos de los Dres  Greco y Magno, Digón y Leonetti, Eterovich, Pierri, Grosso Grazioli y Neira, Noguera, D¨Agostino y Bello;

d) La dirección del debate a cargo del presidente del Panel de la Comisión, Dr. C.P. Horacio Ziccardi; 
e) Las intervenciones de los asistentes, el intercambio de opiniones y el debate generado;   

El 15º SIMPOSIO SOBRE LEGISLACION TRIBUTARIA ORGANIZADO POR EL CONSEJO PROFESIONAL DE CIENCIAS ECONÓMICAS DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES,

Concluye,

1) Se ratifica que la relación jurídica-tributaria es una relación de derecho que implica, por consiguiente, una equidistancia entre derechos y obligaciones de contribuyentes y fisco (simetría y horizontalidad).

2) La Constitución Nacional consagra un plexo completo de derechos y garantías que conforman un verdadero "Estatuto del Contribuyente". Sin perjuicio de ello la inclusión de dichos principios y garantías en una carta o estatuto que los regule y revitalice, importa garantizar su estricta observancia por parte de las autoridades públicas, evitando, de esa forma la generación de excesos. No sería desdeñable tampoco que dicha inclusión proceda en forma directa en la ley de procedimiento tributario 11.683. 

3) No obstante lo anteriormente expresado, en virtud de la reforma de la CN de 1994 se instala un nuevo paradigma en lo que hace a los derechos consagrados constitucionalmente. En ese sentido, se  debería considerar a los contribuyentes como un grupo amparado por los nuevos derechos difusos o de incidencia colectiva. 

4) En virtud de que el accionar de los organismos fiscales está enmarcado en el ejercicio de actividades regladas y discrecionales, debe tenderse a una clarificación e identificación de cada una de ellas sin dejar de considerar en forma excluyente que tanto unas como otras provienen de normas ancladas en el principio de legalidad. 

5) Tal como sostuvimos que la relación jurídica tributaria es una relación de derecho, el reconocimiento de que los organismos fiscales posean facultades discrecionales, implica también la existencia de límites concretos. 

6) Las facultades de reglamentación que poseen los organismos fiscales como derivación de las autorizaciones otorgadas por el Art 99 de la CN, deben respetar inexcusablemente el principio de legalidad y la evitación de excesos en cuanto a la letra y espíritu de la ley.

7) Estos excesos reglamentarios se manifiestan frecuentemente en la actividad de los organismos fiscales, con lo cual se debe, por un lado, propender a la autolimitación de los organismos para evitar dichos excesos y a la custodia de los derechos de los contribuyentes para ejercer las defensas que resulten apropiadas.

8) En esta línea y, refiriéndonos a las facultades de determinación de oficio por parte del fisco, deben respetarse tanto en materia impositiva como respecto de los tributos de la seguridad social, la prelación de los métodos determinativos en forma directa o en base cierta respecto de la utilización de mecanismos presuntivos.

9) Como corolario de lo que significan los excesos en materia reglamentaria debemos recalcar que se puede producir, incluso, una cadena de excesos cuando los organismos fiscales se apartan de los parámetros legales y elaboran actos discrecionales mediante instrucciones en que se vulnera no solamente el espectro normativo sino hasta el propio reglamento.

10) La relación jurídica, en lo que a su desarrollo se refiere, debe contemplar la protección del derecho a la intimidad consagrada constitucionalmente y avalada por la doctrina y la jurisprudencia.

11) La solicitud y almacenamiento de información por parte de los organismos fiscales debe circunscribirse al marco de lo razonable, es decir, conducente a los fines de existencia de esos órganos. 

12) El suministro de datos referidos al ámbito privado de las personas sólo resulta procedente cuando éstos cumplen las premisas de adecuados y pertinentes a un objetivo concreto de fiscalización, resultado arbitraria la solicitud en abstracto. 

13) La captación de los datos biométricos de personas físicas sin que medie una ley que así lo habilite, resulta una atribución ajena a la incumbencia de la AFIP vulnerando el principio de legalidad. 

14) Los organismos públicos, como expresiones del poder del Estado deben extremar los recaudos para tutelar la garantía de la privacidad de las personas y abstenerse de recolectar y almacenar en forma masiva  datos privados para sustraer su exposición a filtraciones indeseadas. 

15) En referencia a la información de los contribuyentes almacenada por el fisco, debe respetarse el principio de transparencia, que consiste en permitir a éstos conocer la información y algoritmos utilizados por el fisco  para resolver ciertas cuestiones.

16) Las garantías procesales surgen en forma contundente del texto de la CN y de los tratados internacionales que integran su ordenamiento a partir del art. 75, inciso 22,  lo cual implica en modo directo el ejercicio irrestricto del derecho defensa, a partir de los remedios procesales contenidos en la leyes que reglamentan su ejercicio

17) Respecto de las medidas cautelares, la ley 26.854,  en la medida en que supere el test de constitucionalidad, debe ser interpretada de modo sistemático, en concordancia con el adecuado derecho de defensa y demás garantías consagradas por la CN y los tratados con jerarquía constitucional. La interpretación debe ser razonable, sin menoscabo de los legítimos derechos de los particulares, ni de los intereses estatales tutelados.

18) En cuanto al otorgamiento de medidas cautelares de trato preferencial, se entiende que, es muy amplio el concepto de “vida digna” conforme la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por lo cual son varios los supuestos de dicho trato. Es decir, deben comprenderse todos los derechos humanos protegidos por esa Convención. Esta interpretación conduce a una mayor protección frente a cualquier arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, por parte del Estado o de sus entes descentralizados.

